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El auge de la seguridad ciudadana
en América Latina y el Caribe
Robert Muggah

Tradución : Jessica Mc Lauchlan

 

1. Introducción 

1 Las ciudades y los estados de América Latina y el Caribe están entre los más violentos e

inseguros del planeta. La tasa regional de homicidios es por lo menos tres veces mayor
a la media mundial1 y los ciudadanos registran una alta sensación de inseguridad2. Ocho
de los diez países más violentos del  mundo fuera de zonas de guerra están en esta
región3.  Una  de  cada  4  personas  asesinadas  cada  año  es  brasileña,  colombiana,
mexicana o venezolana. Y más de 40 de las 50 ciudades más peligrosas del mundo están
ubicadas allí (The Economist, 2017). Los primeros intentos de los gobiernos nacionales,
federales  y  municipales  para  eliminar  el  crimen  organizado  y  la  violencia  juvenil,
conocidos coloquialmente como políticas de « mano dura », fueron represivas. Muchas
de las estrategias nacionales adoptadas en la región incluyeron programas de lucha
contra las drogas y de lucha contra las pandillas de los Estados Unidos de América
(Muggah y Szabo de Carvalho, 2014; Sullivan, 2012; Sullivan y Elkus, 2010). Se esperaba
que la aplicación más enérgica de la ley, sanciones más severas y sentencias más largas
en las terribles prisiones de la región disuadirían a los narcotraficantes y a los mafiosos
(Apel y Nagin, 2011; Jutersonke et al., 2009). No resultó como se había previsto.

2 En América Latina y el Caribe, se reconoce cada vez más las limitaciones de los enfoques

sancionatorios de la justicia penal en materia de prevención del crimen (Muggah et al.,
2016; CAF, 2014). Alcaldes, empresarios y líderes bien informados invierten de manera
creciente en intervenciones en el nivel municipal y fomentan la seguridad desde las
bases. Aprendieron lecciones importantes de la manera más dura: mediante ensayo y
error.  Algunos  encontraron  que  el  trabajo  policial,  la  justicia  penal  y  los  sistemas
penales estaban insuficientemente planeados y eran manejados de forma deficiente, y
que  se  requerían  más  estrategias  centradas  en  las  personas.  Muchos  también
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descubrieron cómo la  colusión entre la  policía  y  los  grupos delictivos,  junto con la
corrupción y la impunidad, podían socavar las medidas de seguridad ciudadana. Otros
concluyeron  que  la  criminalización  y  la  estigmatización  social  generalizada  de
segmentos  enteros  de  la  población  —en  especial  los  jóvenes,  los  delincuentes  no
violentos  y  los  usuarios  de  drogas—  eran  un  retroceso,  y  que  en  algunos  casos
fortalecían,  en  vez  de  disminuir,  el  poder  de  las  organizaciones  delictivas  (Lessing,
2011; Basombrío Iglesias, 2011; Cruz y Santacruz, 2005; Cruz y Carranza, 2006). 

3 Los líderes metropolitanos en América Latina y el Caribe empezaron a experimentar

con  nuevos  enfoques  de  seguridad  pública.  Comprendieron  intuitivamente  que  se
requiere una revolución no solo en la manera de concebir y brindar seguridad pública y
justicia, sino también en relación a la identidad cívica y la coexistencia social, así como
la cohesión y la eficacia (Mockus, 2008). Se requería un nuevo pacto para reconstruir y
restaurar la legitimidad del Estado, y la eficacia y la eficiencia de sus servicios básicos.
Despúes  de  todo,  la  seguridad de  las  personas  y  de  la  propiedad es  una obligación
fundamental del Estado y el derecho más básico del ciudadano. A partir de fines de los
años  90  y  principios  del  nuevo  milenio,  un  pequeño grupo de  gobiernos,  donantes
bilaterales  y  multilaterales,  organizaciones  no  gubernamentales  y  organizaciones
privadas latinoamericanas y caribeñas, propuso una serie de iniciativas innovadoras en
materia  de  seguridad  ciudadana.  Para  su  éxito  era  clave  el  apoyo  continuo  entre
diferentes  niveles  de  gobierno,  el  compromiso  sostenido  a  lo  largo  de  múltiples
periodos electorales y la ampliación de una nueva cultura que combine la represión con
medidas preventivas primarias, secundarias y terciarias.

4 El presente capítulo considera las formas y las funciones de la seguridad ciudadana en

las  ciudades  y  países  de  América  Latina  y  el  Caribe.  Se  basa  en  dos  decenios  de
investigaciones  y  en  la  experiencia  acumulada  en  organismos  internacionales  y  en
gobiernos federales, estatales y municipales, así como grupos de la sociedad civil en
América y el Caribe. El capítulo presenta, en primer lugar, los supuestos teóricos de la
seguridad ciudadana, de manera general. La segunda sección revisa la dinámica y los
factores determinantes de la violencia en la región. La sección tres explora el curso
futuro de las intervenciones de seguridad ciudadana en la región4. Si bien se define y
describe la seguridad ciudadana de diferentes maneras, ésta comprende esfuerzos de
prevención social  y  situacional,  medidas  policiales  y  judiciales,  e  intervenciones  de
rehabilitación y reinserción social. Surgió como contrapeso a un paradigma de orden
público, más sancionador, que ha persistido en la región. En vez de poner énfasis en
medidas  de  seguridad  que  apuntalan  las  fronteras  y  la  autoridad  del  Estado,  la
seguridad ciudadana pone énfasis en un Estado receptivo y con capacidad de respuesta
y una ciudadanía activa como medio de lograr la seguridad pública.

 

2. Teorías de la seguridad ciudadana 

5 La  seguridad  ciudadana  comprende  una  serie  de  ideas  y  actividades  destinadas  a

prevenir y reducir la violencia, a promover la seguridad pública y el acceso a la justicia,
a fortalecer la cohesión social y a reforzar los derechos y las obligaciones mutuas entre
el Estado y los ciudadanos. Es más que una reforma del sector seguridad, que por lo
general se decreta en escenarios de posconflicto, aunque existen algunas actividades y
áreas  de  interés  claramente  superpuestas5.  En  conjunto,  la  seguridad  ciudadana
involucra la aplicación de medidas de seguridad pública efectivas en el  contexto de
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normas democráticas más amplias. Por ello es distinta y más amplia que los enfoques
del orden público  nacional  basados  en  el  trabajo  policial  y  el  control del  delito.  El
concepto  de  seguridad  ciudadana  está  ampliamente  difundido  en  el  mundo  de  las
políticas en América Latina y el Caribe, pero los académicos también han teorizado un
poco al respecto (CAF, 2014; PNUD, 2013, 2012, 2010). Sin embargo, el concepto se ha
puesto de moda en América, y la mayoría de los países reclaman políticas nacionales y
subnacionales  en  seguridad  ciudadana,  y  prácticamente  todos  los  donantes
internacionales han alineado sus inversiones en la misma dirección (Muggah y Szabo de
Carvalho, 2014). 

6 La  seguridad  ciudadana  es  más  que  una  mera  novedad  pasajera.  Hay  un  creciente

reconocimiento de que los marcos de la seguridad pública a largo plazo exitosos son
también aquellos que garantizan los derechos de los ciudadanos (Basombrio Iglesias,
2012,  2011;  Bobea,  2012,  2011)6.  Por  otra  parte,  existen  datos  que  respaldan  la
afirmación de que la inversión en la prevención de la violencia es más rentable que los
gastos ostensiblemente improductivos en seguridad pública o privada7. Sin embargo, la
evidencia por sí sola rara vez impulsa la transformación de una política. En efecto, las
élites más conservadoras de América Latina y el Caribe suelen pedir medidas policiales
represivas,  actividades  de  vigilantismo y  encarcelamientos  severos,  incluida  la
reducción de la  edad de responsabilidad penal  de niños y adolescentes8.  La idea de
seguridad ciudadana fue introducida deliberadamente para reconciliar estas tensiones
mediante el énfasis en el Estado responsable y la ciudadanía activa.

7 El primer elemento fundamental de la seguridad ciudadanía es el de Estado responsable.

Entre los años 70 y 80, el debate sobre los derechos humanos estuvo determinado por la
idea de que los actores cíviles y públicos comprometidos deberían controlar los abusos
sistemáticos de los derechos de los ciudadanos cometidos por el Estado (Sikkink, 1996).
Hoy es crucial dejar atrás esta fórmula obsoleta, para entender cómo las limitaciones y
los  fracasos  de  las  políticas  públicas  pueden  ser  corregidos  mediante  políticas  de
seguridad ciudadana. El Estado tiene la obligación última de proteger a sus ciudadanos
y  brindar  las  garantías  básicas  de  seguridad  y  bienestar.  Sin  embargo,  en  muchas
ciudades y barrios marginales latinoamericanos y caribeños, el Estado no puede o no
está dispuesto a proporcionar estas garantías. Las entidades de seguridad pueden ser
abusivas o negligentes. Por ello, en zonas desfavorecidas social y económicamente suele
haber una ausencia, real o percibida, del Estado —representada en su forma más básica
como la provisión de orden público y de servicios e infraestructura básicos predecibles
— (Arias, 2009, 2006; Muggah, 2015b; Muggah y Souza, 2012). Sin embargo, una revisión
más minuciosa suele revelar que prácticamente nunca es así:  las instituciones y los
servicios públicos están siempre presentes en diversos grados.

8 Las entidades públicas, en especial los proveedores de seguridad y de justicia penal,

rutinariamente  ejercen  sus  funciones  de  manera  ineficaz  o  inapropiada,  lo  cual
exacerba la violencia y socava el desarrollo. Y al usar el término Estado, es importante
especificar  las  instituciones  policiales,  judiciales  y  penales.  En  América  Latina  y  el
Caribe, la seguridad interna no solo la proveen las entidades del orden público, sino que
también participan los militares. Sin embargo, la presencia de soldados en las calles
puede generar mensajes contradictorios y resultados caóticos, incluidos la violación de
derechos humanos y de libertades civiles básicas. Si bien en algunos barrios esto ha
tenido acogida, el legado histórico de los soldados en las calles de América Latina es
complicado. Aunque a partir de los años 90 disminuyó el énfasis de las instituciones
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militares en la «limpieza social», así como en el uso arbitrario y excesivo de la fuerza,
ésta aún persiste en algunos países9.

9 El segundo de estos conceptos es el de ciudadanía activa. No solo la policía, sino también

los ciudadanos desempeñan un papel  clave en el  desafío de garantizar la  seguridad
ciudadana. Por un lado, pueden exigir a los funcionarios públicos que rindan cuentas
sobre el cumplimiento adecuado de su función de brindar seguridad. Por el otro, el
éxito de muchas políticas de seguridad pública depende de la  colaboración positiva
entre  la  población  y  la  policía.  Aunque  a  menudo se  confronta  una  tradición  de
negligencia  y  maltrato  sistemático  para  brindar  información,  para  diseñar  e
implementar una política policial eficaz es esencial encontrar maneras de fomentar la
colaboración entre la policía y la población (Ungar y Arias, 2012).

10 Para ser efectivos, en colaboración con las fuerzas del orden público, los ciudadanos

deben hacerse cargo de su propia seguridad. La idea de que los cuidadanos se hacen
responsables  de  sí  mismos  y  de  otras  personas  puede  ser  descrita  como
«autorregulación»  y  «regulación  mutua».  No  implica  vigilantismo  o  linchamientos,
aunque vale decir que estas prácticas reciben un alarmante respaldo en algunos lugares
de  América  Latina  y  el  Caribe  (ver,  por  ejemplo,  ICG,  2013).  Tampoco  requiere  la
creación de milicias o fuerzas paramilitares, o la inversión en más cárceles, a las cuales
se  suelen referir  en la  región como «escuelas  de  perfeccionamiento» para  el  delito
(Dammert y Zuñiga, 2008; Dudley y Bargent, 2017). Más bien, subraya la importancia de
crear  espacios  que faciliten a  la  ciudadanía  el  trabajo  conjunto con la  policía  y  los
grupos cívicos para garantizar la seguridad en los centros laborales, los vecindarios y
los hogares (Ainslie, 2014; Costa, 2012; Dammert, 2007; Frühling, 2012, 2004; BID, 2012,
2010, 2009). 

11 En  el  fondo,  la  seguridad  ciudadana  está  «centrada  en  los  derechos».  El  Estado  la

enmarca y respalda, pero la participación pública la orienta y la moldea (CIDH, s.f.;
Costa,  2012;  BID,  2012,  2010,  2009).  La  seguridad  ciudadana  es  compatible  con  una
amplia variedad de prácticas policiales exitosas en el mundo —aunque no las reemplaza
—, como el trabajo policial orientado a la solución de problemas, el trabajo policial de
orientación  comunitaria  y  de  proximidad,  así  como  el  trabajo  policial  guiado  por
inteligencia10. Estos enfoques se introducen cada vez más en el contexto de las reformas
y la modernización de la policía en América Latina y el Caribe11. Además de estrategias
y tácticas de trabajo policial específicas, las políticas de seguridad ciudadana también
abarcan una serie de actividades que buscan mejorar la seguridad general, prevenir la
violencia y reducir los delitos. Entre éstas, el rediseño, renovación y repotenciación de
espacios urbanos;  la creación de empleos específicos;  la existencia de programas de
formación  y  generación  de  empleo;  intervenciones  educativas  e  intervenciones  en
escuelas para jóvenes en riesgo; actividades para la primera infancia y de apoyo a los
padres; así como mediación formal e informal para reducir las tensiones intragrupales
en situaciones altamente volátiles,  entre otros (Muggah et al.,  2017; Muggah, 2017b,
2016). 

12 La seguridad ciudadana constituye un desafio para la privatización progresiva de las

actividades de seguridad en toda América Latina y el Caribe. La seguridad privada está
en auge en el mundo: se estima que su valor está entre los USD 100 mil millones y los
USD 165 mil  millones anuales  (SAS,  2011).  El  número de miembros del  personal  de
seguridad privada en América Latina es el doble del número de oficiales de la policía,
siendo aún más alta en algunos lugares de Brasil, Colombia, El Salvador, Honduras y
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México12.  Si  bien la seguridad privada está cada vez más conectada a las economías
políticas  locales  de  la  región,  queda  abierta  la  pregunta  sobre  qué  grado  de
«protección» generan altos muros y guardias de seguridad armados. La privatización de
la seguridad también ha tenido un efecto corrosivo sobre la asignación de recursos
públicos.  Igualmente  las  élites  son  cada  vez  más  reacias  a  subsidiar  servicios  de
seguridad  pública  para  el  «otro»  (Godson,  2003;  Gambetta,  1996;  Bloc,  1974).  Al
privilegiar la seguridad como un bien privado, las sociedades se segmentan más entre
los que tienen y los que no tienen.

 

3. El cambio de contexto en la seguridad ciudadana 

13 No  hay  soluciones  fáciles  para  la  magnitud  de  los  desafíos  relacionados  con  la

inseguridad  y  la  injusticia  en  América  Latina.  Las  intervenciones  que  se  han
implementado  rapidamente,  tomando  como  modelo  los  programas  de  América  del
Norte y Europa occidental, tienen pocas probabilidades de éxito. Esto obedece a que la
dinámica actual de la región está conectada a factores históricos, políticos, económicos
y  socioculturales  profundamente  arraigados,  que  incluyen  la  desigualdad,  la
impunidad,  la  poca  institucionalización  de  las  entidades  del  Estado,  así  como  la
normalización de la violencia (PNUD, 2013; Zaverucha, 2001; Woodrow Wilson Center,
2013). Una paradoja en América Latina y el Caribe es que, aún cuando han mejorado la
gobernanza democrática y la reducción de la pobreza en las últimas tres décadas, los
delitos  violentos  se  han  estabilizado  e  incluso  incrementado  (Muggah  y  Szabo  de
Carvalho, 2016; Muggah, 2015b). 

14 A  pesar  de  este  escenario  regional  deprimente  (y  de  la  heterogeneidad  de  las

experiencias en los países), hay creciente evidencia de que las políticas y programas
manejados eficientemente, que son basados en datos y diseñados en colaboración con
sus beneficiarios, y que además reciben apoyo a lo largo de varios mandatos, pueden
mejorar la seguridad (Abt y Winship, 2016; Akpokdje et al., 2002; Muggah et al., 2016;
Muggah y Aguirre, 2013). Muchas de estas iniciativas han funcionado en ciudades tan
diversas  como  Bogotá,  Ciudad  Juárez,  Medellín,  Recife  y  Sao  Paulo  (Ainslie,  2014;
Calderón,  2013;  Cano,  2007,  2012;  Muggah  y  Szabo  de  Carvalho,  2016;  Guerrero  y
Concha-Eastman, 2001; Garcia et al., 2013; Gaviria et al., 2010; Mockus, 2008; Llorente y
Guarín León, 2012; BID, 2012, 2010, 2009). Probablemente hay muchos más casos que
faltan ser evaluados con detenimiento (Muggah et al., 2017).

15 Un ingrediente central para el éxito de las intervenciones en los estados y ciudades es

el  desarrollo  y  análisis  de  datos  confiables  y en tiempo real  (Akpokdje  et  al.,  2002;
Muggah  et  al.,  2017;  OAS,  2011;  Olavarría  y  Pantoja,  2010).  Otro  ingrediente  es  la
adaptación de las mediciones de las políticas y programas a los problemas sociales,
económicos,  políticos  que  enfrenta  cada  lugar  (Chioda,  2017;  PNUD,  2013,  2010;
Vandereschueren et al., 2009). Esta sección estudia la amplia variedad de contextos en
los escenarios latinoamericanos y caribeños cuando se trata de violencia organizada y
no organizada. También subraya claramente cuán diferente es su experiencia de las
distintas formas de inseguridad. Luego, se presenta un marco esquemático mediante el
cual se reflexiona sobre los distintos tipos de desafío de la seguridad ciudadana ante
entornos específicos, seguido de un análisis del conjunto de estrategias que se pueden
implementar para hacerles frente.
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16 Los criminólogos e investigadores en salud pública han detectado marcadas diferencias

en las tasas de violencia de las ciudades de América Latina y el Caribe. Por ejemplo,
Briceño-León et al. (2008)

17 encontró que las ciudades de Argentina, Chile, Costa Rica y Uruguay muestran tasas de

mortalidad  comparativamente  bajas,  mientras  que  las  de  Perú,  Nicaragua,  Ecuador,
República Dominicana, Panamá y Paraguay muestran tasas moderadas. En cambio, las
ciudades brasileñas, mexicanas, colombianas, salvadoreñas, hondureñas y venezolanas
registran una alta mortalidad por violencia letal debido a desigualdad social, ausencia
de oportunidades de empleo, segregación urbana, mercados locales de drogas ilegales,
disponibilidad de armas de fuego y alto consumo de alcohol (Muggah, 2016; Soares and
Naritomi, 2010; Briceno-Leon et al., 2008; Villaveces et al., 2000). A lo largo del tiempo y
del espacio, los costos sociales y económicos de esta violencia son excesivos13. 

18 Muchas ciudades latinoamericanas y caribeñas son notoriamente violentas (Jaitman et

al., 2017; Salama, 2013; Banco Mundial, 2011). La mayoría de los 33 países y territorios
de la región presenta tasas bastante superiores a la media mundial14. En 2016, más de 40
de las 50 ciudades más peligrosas del mundo estaban ubicadas allí (Tabla 1). Incluso en
ciudades  que  son  comparativamente  «seguras»  —  como  Buenos  Aires,  Lima  o
Montevideo—, la sensación de inseguridad es alta debido, en parte, a los altos niveles de
victimización revelada. Esto no es del todo extraño dado el grado de urbanización: el 75
por ciento de la población de la región vive en ciudades. Y en algunas de las ciudades de
más rápida expansión en la región —como Acapulco, en México; Caracas, en Venezuela;
Maceió,  en  Brasil;  y  San  Pedro  Sula,  en  Honduras—,  la  violencia  es  especialmente
aguda15.

 
Tabla 1. Tasa de homicidios (por cada 100’000 habitantes) en una selección de ciudades (2016 o
último año).

Fuente: http://Homicide.igarape.org.br.
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19 La  violencia  en  América  Latina  y  el  Caribe  está  sumamente  concentrada  en  zonas

urbanas, en especial en los vecindarios de bajos ingresos (Muggah, et al., 2017; Salama y
Camara, 2004). Esto obedece en gran parte al rápido crecimiento de la población, a la
mayor densidad poblacional y a un desarrollo informal o deficientemente planeado. Por
ello se establecen rápidamente zonas de exclusión que segmentan a las comunidades de
ingresos más altos de las de ingresos más bajos (Dammert, 2007; Muggah, 2015b). Estas
zonas  espacialmente  segregadas  pueden  inhibir  la  conectividad  con  otros  barrios
urbanos.  También  suelen  presentar  barreras  topográficas  y  un  suministro  y  acceso
desigual  a  los  servicios  sociales.  Los  grupos  delictivos,  las  bandas  y  los  grupos  de
vigilantismo  desarrollan  con  frecuencia  mecanismos  alternativos  de  control  social
(Briceño-León et  al.,  2008;  Concha-Eastman,  2005,  1994;  Cruz,  2004;  Rodgers,  1999;
Rodgers y Muggah, 2009; Rubio, 2005).

20 Los  diferentes  estados  y  ciudades  experimentan  inevitablemente  distintos  tipos  e

intensidades de crimen y la  victimización.  Esta heterogeneidad es  importante en el
diseño de las intervenciones de seguridad ciudadana. El grado y la organización de la
violencia puede visualizarse como un continuo. Por ejemplo, en algunas ciudades —
como Medellín, Río de Janeiro o San Pedro de Sula— existe un nivel comparativamente
alto de violencia, y esta es, simultáneamente, muy organizada. Mientras que en otras
ciudades,  por  ejemplo  Managua  o  Panamá,  las  tasas  de  homicidio  y  de  delitos  son
comparativamente  bajas,  pero  siguen  habiendo  grupos  delictivos  organizados  que
pueden desempeñar  un papel  en el  mantenimiento de  la  estabilidad (Garzón,  2016;
Sullivan, 2012; Sullivan y Elkus, 2010). 

21 La  violencia  en  las  ciudades  latinoamericanas  y  caribeñas  es  también  contagiosa.

Aunque los patrones de violencia y victimización pueden cambiar a lo largo del tiempo,
estos tienden a concentrarse en ciudades específicas y dentro de ellas en vecindarios y
cuadras específicas, o zonas críticas (hot spots). En la mayoría de los países, gran parte
de  la  violencia  ocurre  solo  en  unos  cuantos  rincones  de  la  ciudad.  En  Bogotá,  por
ejemplo, los científicos sociales han calculado que menos del 2 por ciento de las calles
de la ciudad daban cuenta de toda la victimización letal del periodo 2012‒13 (Mejia et
al., 2014). En Honduras, más de dos tercios de todos los homicidios ocurren en solo tres
ciudades16.

22 La aglutinación de la violencia urbana se explica de muchas maneras. Algunos teóricos

sostienen  que  ciertas  zonas  específicas  de  las  ciudades  ofrecen  intrínsecamente
oportunidades para la actividad delictiva, como resultado de la negligencia política y la
falta  de  presencia  del  Estado,  junto  con  un  deterioro  económico  muy  localizado
(Ackerman y Murray, 2004; Concha-Eastman et al.,  1994; Cohen y Rubio 2007). Otras
perspectivas desde la teoría de la desorganización social relacionan las altas tasas de
delito con vecindarios con una densidad más alta de delincuentes, un porcentaje mayor
de  viviendas  de  alquiler  y  grandes  proyectos  de  vivienda  social  (Vilalta  y  Muggah,
2016).  Asimismo,  la  probabilidad de convertirse  en un emprendedor de la  violencia
también aumenta si el individuo crece en una zona muy afectada por el delito (Vilalta y
Muggah, 2014; Krivo y Peterson, 1996).

 

3.1 Explicación de la paradoja violencia-pobreza 

23 ¿Por qué persiste tanto la violencia cuando las tasas de pobreza latinoamericanas y

caribeñas  se  han  reducido  a  sus  más  bajos  niveles  en  décadas?  Los  investigadores
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tienden a esperar una relación inversa entre mejoras en el bienestar de los pobres y la
reducción del delito y la violencia (Roger y Pridemore, 2013). Desde el lado positivo del
balance,  la mayoría de los países en América Latina y el  Caribe han experimentado
reducciones drásticas en la pobreza desde el 2000. Según datos de las Naciones Unidas,
de los 632 millones de habitantes de la región, la proporción de quienes sufren pobreza
ha bajado del 41.7 por ciento al 25.3 por ciento17. Aunque la reducción de las tasas de
pobreza  se  ha  detenido  en  algunos  países,  las  habitantes de  la  región  han
experimentado mejoras reales en su bienestar económico18.

24 Paradójicamente,  muchas  ciudades  de  América  del  Sur  y  de  Centroamérica  siguen

estando entre las más violentas del planeta. No siempre fue así. Durante los años 60 y
70, a pesar de las guerras civiles y las dictaduras en algunos de estos países, las tasas de
homicidio  estaban  cerca  de  la  media  mundial.  A  partir  de  entonces,  las  tasas  de
homicidio se incrementaron paulatinamente, mientras que los asesinatos se reducían
en la mayoría de los demás lugares del mundo (UNODC, 2014). La relación precisa entre
pobreza y homicido sigue siendo un misterio. Parte del problema es el desacuerdo sobre
cómo  definir  a  la  propia  «pobreza».  Esto  es  más  que  solo  una  estrecha  medición
material  de la  cantidad de dólares por día.  Si  bien muchas personas en el  extremo
inferior de la escala social de América Latina y el Caribe han experimentado ganancias
reales en sus ingresos, la calidad del crecimiento económico ha sido deficiente. En la
mayoría  de  países,  los  esfuerzos  para  la  reducción de  la  pobreza se  basaron en un
modelo que aboga por el consumo. Por ello, la reducción de la pobreza se debió en gran
parte a la transferencia directa de dinero en efectivo y al acceso a empleos de salarios
bajos y a tiempo parcial, lo cual produjo una movilidad social limitada.

25 Aun así,  la relación entre el delito violento y el desarrollo general de un país no es

lineal. Según el Banco Mundial, «la tasa de homicidios aumenta primero a medida que
se  incrementa  el  ingreso  per  cápita  y  luego  desciende  en  los  niveles  más  altos  de
ingreso  per  cápita»  (Chioda,  2017,  9).  Esto  obedece  a  que  a  medida  que  crecen los
ingresos, los costos de oportunidad del delito también crecen (Felson y Clarke, 1998;
Gaviria,  et al.,  2010).  También hay probablemente un incremento de la demanda de
seguridad y protección a medida que el nivel del delito se eleva, obligando a invertir
más en el control del delito. Otra perspectiva es que la inversión en desarollo social y
económico por sí misma no reduce necesariamente la violencia criminal. El tamaño de
la clase media y los niveles de pobreza no son en sí mismos determinantes estadísticos
de las tendencias de la violencia. Lo que parece importar es la velocidad del desarrollo:
un 1 por ciento en la tasa de crecimiento del PIB está correlacionado con 0.24 menos
homicidios por cada 100,000. Esto sugiere que la velocidad del crecimiento es un «factor
protector» que reduce los beneficios del delito.

26 La desigualdad es otro factor sospechoso de la violencia homicida, aunque continúa el

debate sobre la fuerza de dicha relación. Las encuestas a menudo muestran que cuanto
más desigual  es  un lugar,  más alta  es  la  tasa  de violencia.  A pesar  del  demostrado
descenso de la pobreza en América Latina y el Caribe, la reducción de la desigualdad se
está deteniendo. El Banco Mundial y la Base de Datos Socioeconómicos para América
Latina y el Caribe (SEDLAC, por sus siglas en inglés) detectaron el retorno a anteriores
tasas  de  desigualdad  en  algunos  lugares  del  triángulo  norte  de  Centroamérica  y  la
región andina  desde  2010  (Cord  et  al.,  2014).  De  hecho,  América  Latina  muestra  la
distribución de ingresos más desigual en el mundo: incluye 10 de los 15 países más
desiguales del  planeta (Deas y Daza,  1995;  Fainzylber et  al.,  2002;  Sánchez y Núñez,
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2001). La mayor desigualdad se traduce en más violencia por dos razones. Primero, la
gran disparidad en la riqueza crea mayor competencia en y entre las poblaciones que
experimentan altos niveles de desempleo y limitada movilidad ascendente. Segundo, la
desigualdad en los ingresos genera competencia entre ricos y pobres por los bienes
públicos.

27 Dada la capacidad de las élites de apropiarse o, incluso, eliminar los servicios públicos

—entre los cuales se encuentra el trabajo policial—, éstos suelen estar por debajo de los
estándares en las zonas más pobres.  Sin embargo,  la  desigualdad no cuenta toda la
historia. Cuando en los modelos para analizar los efectos de los homicidios se incluyen
mediciones  de  pobreza,  el  efecto  desigualdad-homicidio  disminuye sustancialmente.
Según  algunos investigadores,  las  mediciones  de  pobreza  no  relacionadas  con  los
ingresos  —incluida  la  tasa  de  mortalidad  infantil  y  la  disponibilidad  a  limitados
servicios  de  protección  social—  también  parecen  desempeñar  un  papel
estadísticamente  significativo  en  la  definición  del  curso  de  la  violencia  homicida
(Pridemore, 2011).

28 El desempleo juvenil persistente es otro factor clave en las altas tasas de homicidio.

Cerca del 13 por ciento de los 108 millones de jóvenes (15-24 años) de América Latina y
el Caribe están desempleados19. Esta cifra es tres veces mayor a la tasa correspondiente
para los adultos. Más de la mitad de los que efectivamente trabajan están vinculados
con la economía informal.  Tomados en conjunto, más de 20 millones de jóvenes no
están recibiendo educación, formación o empleo. Encuestas panel han mostrado que un
1 por ciento de incremento en el desempleo juvenil  conduce a un 0.34 adicional de
homicidios  por  cada  100,000  personas  (Chioda,  2017).  La  supuesta  razón  de  lo
mencionado es que la juventud es especialmente susceptible a actividades predatorias y
a conductas delictivas, y que los beneficios de involucrarse en el mercado delictivo son
mayores  que  los  del  mercado  formal.  Sin  embargo,  es  importante  subrayar  que  el
empleo por sí solo puede ser insuficiente para disuadir la participación en el delito.
Algunas investigaciones sugieren que la «calidad» del trabajo es importante.

29 En Brasil, un 1 por ciento en la tasa de desempleo para varones se relaciona con una

subida de 2.1 por ciento en homicidios. Las sociedades latinoamericanas y caribeñas
vienen presenciando una explosión del «delito aspiracional». Tanto los perpetradores
como las víctimas son por lo general jóvenes que carecen de trabajo, no se encuentran
estudiando y no tienen otras opciones. Como observó el economista Gary Becker en
1968,  los  delincuentes  pueden evaluar que los  beneficios  de sus  delitos  superan los
costos potenciales.  Así,  los  horizontes de empleo limitados están asociados con una
reducción de los costos de oportunidad del delito. El desempleo también está vinculado
con el repunte del reclutamiento de miembros en las bandas. De igual forma, las bajas
tasas en logros educativos están correlacionadas con frecuencia con niveles más altos
de  exposición  a  la  violencia  delictiva.  América  Latina  ha  ampliado  el  acceso  a  la
educación  y  ha  mejorado  sus  tasas  de  alfabetización,  pero  las  tasas  de  deserción
escolar siguen siendo altas y la calidad de la educación baja. La no terminación de los
estudios  —en  especial  la  secundaria—  está  fuertemente  correlacionada  con  la
delincuencia. Estudios en Bogotá indican que la edad y el logro educativo son factores
determinantes  en la  exposición al  crimen violento,  y  que el  apoyo focalizado en la
generación  de  ingresos  permanentes  puede  desempeñar  un  papel  disuasorio  en  el
involucramiento delictivo.
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30 Sin embargo, otra explicación de las altas tasas de violencia en América Latina y en el

Caribe es la  debilidad de las  instituciones responsables de la  seguridad y la  justicia
(PNUD,  2013).  La  baja  legitimidad  y  las  capacidades  institucionales  desiguales,  o  el
abuso  y la  corrupción dentro  de  ellas,  pueden alimentar  el  delito.  Además,  la  baja
capacidad institucional asegura que el orden público está asociado con el clientelismo y
la  impunidad.  En  América  Latina  solo  20  de  cada  100  homicidios  terminan en  una
condena:  la  tasa  mundial  es  43  de  cada  100.  Las  explicaciones  de  la  debilidad
institucional son varias. El legado de conflictos y regímenes militares en países como
Argentina, Colombia, El Salvador o Haití, es una de las mas obvias. Las instituciones
militares y policiales continúan operando con una mentalidad de guerra. Algunas de
ellas ocultan estructuras clandestinas en las fuerzas armadas, en el sector judicial y el
de inteligencia. En Guatemala, por ejemplo, los grupos paramilitares de derecha siguen
activos y son mantenidos por las élites (ICG, 2016).

31 Un  factor  importante  que  define  la  impunidad  sistémica  es  el  delito  o  crimen

organizado,  en  especial  las  organizaciones  narcotraficantes.  Todos  los  países
latinoamericanos  y  caribeños  están  afectados  en  diverso  grado  por  organizaciones
criminales, en especial, los cárteles de la droga, que generan ingresos estimados de USD
330,000 millones al año (UNODC, 2012b). En muchos países, dichos grupos ya han
penetrado todas las ramas del gobierno, de manera parecida a lo que hizo la mafia
italiana durante el siglo XX (Bloc, 1974; Gambetta, 1996; Godson, 2003; Varese, 2011).
Después de todo, un Estado débil es una bendición para el crimen organizado. Sobornar
a las instituciones públicas es mucho más eficaz que luchar contra ellas.

32 Existen otras razones por las que los países latinoamericanos y caribeños luchan contra

tasas de delito y victimización por encima de la media (Sánchez y Nuñez, 2001). Por
ejemplo, el crecimiento urbano sin regulaciones explica en parte la subida de las tasas
de homicidio en las ciudades y barrios marginales (Muggah, 2015a). La abundancia de
armas de fuego sin licencia, incluídas aquellas que se trafican desde los EE.UU. o que
llegan al  mercado desde fuentes  internas,  también están asociadas  de  manera  muy
fuerte  con  la  violencia  con  armas  de  fuego  en  la  región  (Muggah y  Dudley,  2015).
Además, se atribuye a las normas sociales que condonan el machismo y la desigualdad
en  las  relaciones  de  género,  las  altas  tasas  de  violencia  doméstica  y  en  la  pareja
(Morrison et al., 2004; Nelson, 1996).

 

3.2 Respuestas a diferentes tipos de inseguridad ciudadana 

33 Las características específicas de la violencia delictiva en América Latina y el Caribe son

heterogéneas.  En materia de seguridad ciudadana, cada escenario confronta un tipo
distinto de desafío, y necesita soluciones diversas. Por ejemplo, hay escenarios en los
que varias organizaciones criminales independientes están en contacto (violento) de
rutina con actores del Estado, como es el caso en Brasil, Colombia, El Salvador y México.
Hay otros en los que los grupos criminales están muy activos pero hay menos violencia,
como  en  Guyana,  Perú  o  Panamá.  Luego  hay  situaciones  en  que  los  niveles  de
organización  delictiva  son  comparativamente  bajos,  pero  los  niveles  de  corrupción
policial y militar son altos, como en Bolivia, Ecuador y Nicaragua.

34 En América  Latina se  han movilizado varios  tipos  de  estrategias  para enfrentar  los

diferentes tipos de inseguridad20.  A medida que evolucionan las condiciones sobre el
terreno,  también  lo  hacen  las  diversas  respuestas.  Naturalmente,  los  enfoques
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convencionales de la seguridad ciudadana guardan relación con muchas situaciones de
criminalidad. Dicho esto, en escenarios extremos, particularmente en situaciones de
intensa  complicidad  del  Estado  con  los  grupos  armados,  puede  ser  más  apropiado
realizar reformas más fundamentales del Estado y establecer medidas de lucha contra
la corrupción y acciones de mediación. En el centro de la Figura 13.1 están los cambios
doctrinales. Estos pueden incluir mejoras en la recopilación y uso de datos, así como
cambios en las prácticas y el comportamiento policial, lo que a menudo sirve de espacio
central para una variedad de cambios en la política, pero no están dirigidos a tipos
particulares de delito (Olavarría y Pantoja, 2010). La Figura 13.1 presenta un mapa de
ruta mediante el cual los formuladores de políticas y los expertos pueden examinar los
tipos de contexto que enfrentan y las estrategias de intervención más apropiadas y
basadas en evidencias.

 
Figura 1. Una tipología de las amenazas y las intervenciones en materia de seguridad ciudadana.

Fuente: Autor. 

35 Los diferentes tipos de condiciones de seguridad y de estrategias de intervención suelen

juntarse  en  la  práctica.  Por  ejemplo,  en  el  caso  de  delitos  menores  (parte  inferior
izquierda  del  recuadro  central  de  la  Figura  13.1),  entre  las  respuestas  a  grupos
criminales difusos y a altas tasas de violencia se encuentra la disuasión enfocada en la
prevención  social  y  situacional.  En  América  Latina  se  viene  movilizando
crecientemente nuevos tipos de tecnologías para el trabajo policial, a fin de enfrentar
los  delitos  menores,  como  los  datos  georeferenciados  de  los  delitos,  prácticas  de
patrullaje inteligente, grupos de vigilancia vecinal y planificación de calles abiertas al
público  y  cerradas  al  tráfico  vehicular  (Arias  y  Ungar,  2009;  Beato  Filho,  2013;
Weitekamp y Kerner, 2003; Weisburd et al.,  2010). Experiencias en México muestran
que  las  estrategias  convencionales  de  trabajo  policial  —junto  con  medidas  de
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prevención—  pueden  ser  utiles  para  enfrentar  de  manera  eficaz  las  actividades
delictivas difusas y no coordinadas (Calderón, 2013; Harriott, 2000)21.

36 Existen varios enfoques en materia de seguridad ciudadana que parecen más efectivos

que otros. Por ejemplo, la disuasión focalizada —la identificación de las personas más
inclinadas a usar la violencia y su involucramiento en comunicaciones repetidas con
oficiales  de  policía,  servicios  sociales  y  líderes  de  la  comunidad—  parece  tener  un
impacto  muy positivo  en  el  descenso  de  las  tasas  de  violencia22.  De  igual  modo,  la
terapia conductual-cognitiva —enfoque que emplea técnicas psicológicas clínicas a fin
de cambiar los pensamientos y comportamientos dañinos de los delincuentes— también
muestra robusta evidencia cientifica de éxito23. En última instancia, el éxito de estos
programas depende de la medida en que éstos están guiados por datos confiables y
están integrados en una estrategia de seguridad ciudadana de una ciudad o de un país.

37 En el  combate  contra  la  corrupción y  las  actividades  delictivas  más  organizadas  se

pueden requerir diferentes estrategias. Los grupos criminales más sofisticados (como
los cárteles o las bandas transnacionales) pueden no ser sensibles a las estrategias que
se movilizan para combatir el delito menor. En el caso de bandas más organizadas, la
importancia  del  fortalecimiento  de  las  comunidades  locales  y  la  participación
ciudadana aumenta, así como también la de la investigación criminal de rutina (ver
Figura 1). Mientras las instituciones públicas no estén profundamente relacionadas con
grupos  criminales,  el  activismo  y  la  participación  de  la  comunidad  local  tienden  a
desempeñar un papel importante en la prevención, el control y, en última instancia, la
reducción del delito, y en la mejora de la seguridad general (Arias, 2004). 

38 Los  ciudadanos  son  elementos  centrales  en  el  proceso  de  recolección  y  entrega  de

información  importante  a  la  policía,  así  como  en  la  ayuda  a mejorar  la  seguridad
pública.  Aún más decisivas son las asociaciones de residentes locales que a menudo
hacen  propias  las  cuestiones  de  seguridad  ciudadana  en  sus  vecindarios,  mediante
grupos  de  vigilancia  comunitaria  y  otras  medidas  de  control  informal  legales  y
legítimas  (McIlwaine  y  Moser,  2001).  El  papel  específico  de  la  ciudadanía  en  la
salvaguarda de su propia seguridad no es bien comprendido, aunque son reveladoras
algunas  investigaciones  en  el  norte  de  México  (Vilalta,  2013).  A  medida  que  los
delincuentes se organizan más, sobre todo pasando de pandillas juveniles a mafias más
sofisticadas y operaciones de extorsión, las investigaciones intensificadas empiezan a
desempeñar un papel más importante en la seguridad ciudadana (ver Figura 1)

39 Mientras tanto, las empresas delictivas complejas, si  bien a menudo se basan en las

redes, también suelen ser en gran parte clandestinas y pueden tener poca presencia
pública  visible,  como  lo  muestra  ampliamente  el  caso  de  las  bandas  criminales  en
ciudades  como Medellín.  En  tales  circunstancias,  la  ecuación vuelve  a  cambiar.  Las
personas que podrían haber estado dispuestas a trabajar con el gobierno en el control
de las bandas, o las que podrían reportar los delitos en las calles, evitan interactúar con
las autoridades por temor a las represalias de los delincuentes. En estas circunstancias,
las  investigaciones  policiales  más  efectivas  y  enérgicas  desempeñan  un  papel  más
importante  en  el  control  del  crimen.  En  las  condiciones  del  crimen  altamente
organizado,  ya  sea  con  relaciones  contenciosas  o  más  colusorias  con  funcionarios
públicos,  los  esfuerzos  del  Estado  para  reocupar  el  territorio  controlado  por  estas
organizaciones criminales constituyen una respuesta clave a las actividades delictivas
(ver Figura 1). Los grupos del crimen organizado a menudo capitalizan su capacidad de
controlar territorios y proporcionar servicios de seguridad informales, normalmente
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provistos por el Estado (Garzon, 2016). En tales casos, las treguas y los ceses de fuego
son opciones tentadoras, pero deben ser abordadas con cautela (Muggah et al., 2013).

40 El restablecimiento del control territorial y el reclamo de servicios básicos —como en el

caso de la consolidación en Colombia o la pacificación en Río de Janeiro— pueden ser
prioritarios. Así los gobiernos nacionales y municipales y las fuerzas policiales pueden
efectuar realmente sus investigaciones y, con el transcurso del tiempo, participar en el
fortalecimiento de las comunidades y promover actividades de seguridad ciudadana
más participativas, que se hacen posibles gracias a una mejor y más confiable presencia
del Estado. Sin embargo, la corrupción del Estado desde los gobiernos federales hasta
los  gobiernos  municipales,  puede  atenuar  los  efectos  de  una  ocupación  territorial.
Cuando el crimen está altamente organizado y tiene intensas relaciones con el Estado, o
las  actividades delictivas están centradas en el  Estado,  la  rendición de cuentas y  el
control  del  Estado,  a  menudo  ejercidas  mediante  investigaciones  internas  o  por  el
poder legislativo, se vuelven esenciales para el control de las actividades delictivas (ver
Figura 1). Los diferentes elementos de la rendición de cuentas horizontales, verticales y
sociales  pueden  ayudar  a  desarticular  las  relaciones  colusorias  entre  funcionarios
públicos y delincuentes.

41 A  medida  que  se  disuelven  estas  relaciones,  otras  soluciones  pueden  volverse  más

efectivas, como  las  investigaciones  internacionales  y  la  reocupacón  territorial.  En
contextos  donde  los  actores  sociales  tienen por  lo  general  relaciones  positivas  con
diferentes tipos de actores armados organizados y no organizados, como se refleja en el
margen derecho de la Figura 1, la reorganización, el fortalecimiento y la reforma del
Estado pueden ser importantes para el esfuerzo de mejorar la seguridad. Un ejemplo de
intervención  innovadora  a  este  respecto  es  la  Comisión  Internacional  contra  la
Impunidad en Guatemala  –CICIG  (Panner  y  Beltrán,  2010).  A  medida  que  mejora  la
estructura  general  del  Estado,  se  hará  posible  hacer  rendir  cuentas  a  los  actores
colusivos del Estado y participar en actividades de seguridad.

42 Cuando grupos armados divididos colaboran con el Estado o con facciones del Estado se

produce una situación particularmente maliciosa (ver Figura 1). En esos contextos, las
operaciones  de  estabilidad,  como opuestas  a  los  empeños  de  las  fuerzas  del  orden,
pueden  ser  esenciales  para  controlar  la  violencia  y  otras  formas  de  criminalidad
(Muggah, 2013, 2009). En estas condiciones, las diferentes facciones del Estado pueden
involucrarse en luchas internas, así como también en competencias violentas con los
grupos  armados.  Abordar  este  problema puede  implicar  esfuerzos  para  controlar  y
contener,  tanto  el  conflicto  entre  estos  grupos,  como  los  enfrentamientos  entre  el
Estado y las facciones armadas pertinentes. A medida que la seguridad se consolida con
el paso del tiempo, el fortalecimiento de los organismos del Estado y las intervenciones
de reintegración social y económica para los actores armados pueden desempeñar un
papel importante en la promoción de la seguridad ciudadana (Muggah, 2009). En efecto,
las  comunidades  a  favor  de  la  construcción  y  el  mantenimiento  de  la  paz  están
abordando en el curso de sus trabajos muchos de estos escenarios donde no hay guerra,
pero tampoco hay paz (no war, no peace) (Muggah y Krause, 2009). El auge del llamado «
police-keeping», o mantenimiento de la policía, como parte del mandato de apoyo a la
paz de las Naciones Unidas —incluido en Haití— es prueba de ello.

43 En condiciones de actividades delictivas no organizadas, vinculadas al Estado o no, las

políticas  de  fortalecimiento  del  Estado  deben  estar  atentas  a  la  manera  en  que
involuntariamente generan inseguridad. Esto se debe a que la mayoría de las personas
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involucradas  en  actividades  delictivas  —ésto  se  aplica  a  una  amplia  gama  de  tales
actividades— carece por lo general de oportunidades sociales y económicas. De hecho,
pueden recurrir a la criminalidad para conseguir protección de otros grupos criminales
o para su sustento. En estas circunstancias, el control del crimen puede entrañar una
inversión fuerte en políticas de bienestar social que provean oportunidades para que
las  poblaciones  vulnerables  mantengan  mejores  relaciones  con  el  sistema  social  y
económico. La integración más efectiva de estas comunidades y sus poblaciones a los
servicios  y  programas  del  Estado,  puede  implicar  el  desarrollo  de  estrategias  que
ayuden a crear y extender los servicios públicos en el nivel micro en las zonas y las
poblaciones más afectadas por las actividades delictivas y la violencia.

 

4. El futuro de la seguridad ciudadana 

44 Una  importante  limitación  en  el  área  de  seguridad  ciudadana  es  el  de  la  falta  de

evidencia  que explique los  resultados y  los  impactos  de las  diversas  intervenciones
(Araya,  2011;  Cano  y  Rojido,  2016;  Muggah  y  Aguirre,  2013;  Alvarado  et  al.,  2015;
Fundación Ideas para la Paz, 2012; Garcia et al., 2013; Sherman, 2012; Tocornal et al.,
2011;  Rau  y  Prosser,  2010).  Si  bien  hay  un  creciente  apoyo  político  y  una  mayor
inversión —comprendidos aquellos de los países donantes de Norteamérica y Europa
occidental—, es dificil  mantener la inversion en ausencia de mediciones duras (hard

metrics)  de  su  éxito.  Además  será  dificil replicar  las  innovaciones  en  materia  de
seguridad ciudadana sin una documentación creíble acerca de la implementación, sin
un monitoreo y evaluación sólidos. A pesar de la abundancia de evaluaciones científicas
de  impacto  en  escenarios  de  Norteamérica  y  Europa  occidental,  hay  un  número
sorprendementemente limitado de esos estudios de América Latina y el Caribe24.

45 Para entender mejor la escala y la distribución de la inversión en seguridad ciudadana

en América Latina y el Caribe, el autor trabajó con varios colegas para elaborar una
visualización (dashboard)  de las  intervenciones de seguridad ciudadana25.  La base de
datos cubre el  periodo comprendido entre 1998 y 2015.  Las iniciativas de seguridad
ciudadana fueron categorizadas de acuerdo a su escala espacial, temporal y temática,
así como por su distribución y presupuestos. Además de efectuar un seguimiento de las
actividades regionales, nacionales y municipales en una serie de países, la base de datos
también analiza las  actividades de las  fuentes  multilaterales  y  no gubernamentales,
tales como el BID, la OEA, el PNUD y el Banco Mundial, entre otros. Si bien la evaluación
no es exhaustiva, es una fuente de información muy completa y facilita un análisis de
las tendencias (Muggah y Aguirre, 2013).

46 Uno  de  los  objetivos  centrales  en  la  creación  de  la  base  de  datos  del  mapa  de  la

seguridad  ciudadana  para  América  Latina  y  el  Caribe  fue  evaluar  el  impacto  de
intervenciones  diferenciadas.  En  otras  palabras,  la  meta  no  fue  solo  determinar  la
cantidad de intervenciones que, dadas las 1,300 intervenciones recopiladas en 26 paises,
es una meta considerable26.  El  objetivo más bien fue determinar la  calidad de estas
políticas, programas y proyectos (Muggah y Aguirre, 2013). Una manera de hacerlo es
sondeando la literatura publicada en busca de evaluaciones de impacto. Una revisión
intensiva detectó algunas evidencias en la literatura criminológica sobre los resultados
de  las  estrategias  basadas  en metodos  disuasorios,  intervenciones  enfocadas  en  la
juventud en riesgo, enfoques de diseño ambiental, y enfoques que enfatizan la vivienda
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y la propiedad. Pero el hecho es que existen muy pocos artículos revisados por pares, y
aún menos diseños experimentales robustos que midan resultados.

47 Luego  de  una  búsqueda  exhaustiva,  se  revisó  la  disponibilidad  de  reportes  de

evaluación  y  monitoreo  de  un  25%  de  la  muestra.  De  estas,  solo  20  (6%)  fueron
calificadas como evaluaciones científicas de impacto «formales»27. Las evaluaciones del
impacto  de  intervenciones  de  seguridad  ciudadana  se  realizaron  mayormente  en
Colombia, Chile y Brasil. Todas las evaluaciones, salvo una, identificaron un resultado
positivo28. Otras 67 intervenciones mostraron sistemas de monitoreo que «reportaron
resultados»  de  una  manera  estandarizada  y  convincente.  En  estos  casos,  los
financiadores de la intervención conservaron la documentación de los resultados (tales
como el número de beneficiarios, o alguna afirmación sobre los resultados). La mayor
parte de las intervenciones (77%) no cuenta con ningun reporte de resultados ni de
evaluación.

48 A pesar  de  las  limitadas  evidencias  de  base,  la  seguridad ciudadana es  considerada

ampliamente una prioridad del desarrollo en América Latina y el Caribe, en especial
para alcaldes y líderes municipales29. Permite la combinación de una amplia gama de
actividades,  desde  la  prevención  situacional  y  el  trabajo  policial  preventivo  hasta
reformas judiciales y penales e intervenciones sociales. El legado de las intervenciones
de seguridad ciudadana es de gran alcance.  Hay,  por un lado,  dividendos obvios de
seguridad  que  surgen  de  las  intervenciones  discutidas  en  este  capítulo.  Pero  la
seguridad ciudadana también tiene amplias influencias transformadoras sobre el sector
seguridad y la gobernanza democrática. El rol de la policía de pacificación de Brasil, la
Unidade de Policia Pacificadora, UPP, por ejemplo, es pacificar los grupos armados en las
comunidades, pero tambien pacificar a la propia policía militar, largamente inclinada
institucionalmente  hacia  modelos  más  represivos  de  intervención.  La  seguridad
ciudadana puede ser util para rediseñar las políticas de seguridad a nivel nacional e
intraregional30, así como generar importantes beneficios en el corto, mediano y largo
plazo.

 

5. Conclusiones

49 Si bien algunas ciudades y estados latinoamericanos están revirtiendo sus estrategias

de orden público hacia unas politicas más represivas, los esfuerzos para promover la
seguridad ciudadana continúan extendiéndose en la región.Sin embargo, vale recordar
que la seguridad ciudadana es una vía necesaria -aunque insuficiente- para mejorar la
seguridad y prevenir la violencia. Esta debe ir acompañada por esfuerzos para reducir
la concentración de pobreza, la desigualdad social y de ingresos, y el desempleo, en
especial entre los grupos de población más joven. Es vital que los líderes nacionales,
estatales y municipales movilicen y apoyen políticas sociales y económicas, sobre todo
iniciativas  que  mantengan a  los  adolescentes  en las  escuelas  y  en  los  mercados  de
trabajo. Hay ejemplos positivos de esto, como en Brasil y México, donde los programas
de transferencia condicionada de dinero en efectivo y las políticas de distribución están
correlacionadas con la reducción de homicidios y violencia sexual31.

50 A pesar de todo, las autoridades públicas que han demostrado un compromiso con la

inversión sostenida en la seguridad pública están logrando resultados prometedores. Si
bien en la región existen aún conservadores que defienden los enfoques de mano dura
en materia de prevención del crimen, muchos gobiernos están tratando de lograr un
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equilibrio, invirtiendo tanto en medidas punitivas como preventivas. Para restaurar la
credibilidad y la legitimidad es un prerrequisito la vigilancia civil transparente de las
instituciones militares, policiales y de la justicia en la región, lo que algunos llaman
«gobernanza de la seguridad». De igual modo, las mejoras en la cantidad y la calidad de
los datos sobre delitos recogidos también está conduciendo a un trabajo policial más
inteligente y a una entrega más eficiente de los servicios judiciales a aquellos que más
lo necesitan. Todas son tareas profundamente desafiantes, y todas exigen un liderazgo
informado a  fin  de  alcanzarlas.  Los  mayores  éxitos  surgen cuando las  políticas  son
sostenidas a lo largo de muchos períodos electorales y los propios ciudadanos las hacen
genuinamente suyas.
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NOTAS

1. Ver UNDP (2013), UNODC (2014) o el Observatorio de Homicidios (Homicide Monitor) en http://

homicide.igarape.org.br (accedido el 1 de noviembre de 2017). Para un análisis de las tasas de

homicidio en ciudades, ver también The Economist (2017). 

2. Ver, por ejemplo, el Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP, por sus siglas en

inglés), que realiza encuestas periódicas sobre la percepción del crimen y la victimización en la

población  en  América  Latina,  en  http://www.vanderbilt.edu/lapop/ (≈ ?  20  de  diciembre  de

2016). De igual modo, el Latinobarómetro también ha emprendido evaluacionees similares desde

mediados de la década del 90. Ver también Basombrio Iglesias (2011).

3. Los diez países con mayores tasas de homicidios en 2016 fueron : El Salvador (91.20), Honduras

(59.10), Venezuela (58.01), San Cristóbal y Nieves (55.61), Islas Vírgenes de los Estados Unidos

(52.08), Jamaica (50.65), Lesotho (38), Belice (36.26), San Vicente y las Granadinas (34.7), Sudáfrica

(34.26) Ver http://homicide.igarape.org.br (accedido el 1 de noviembre de 2017). 
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4. Entre 1998 y 2014 se identificaron al menos 1,200 intervenciones de seguridad ciudadana en 30

países  y  territorios  de  la  región,  con inversiones  que superaron los  USD 6,600 millones.  Ver

https://igarape.org.br/en/citizen-security-dashboard/ (accedido  el  19  de  diciembre  de  2016),

Muggah y Szabo de Carvalho (2014) y Muggah y Aguirre (2013). 

5. Ver Muggah y Szabo de Carvalho (2014). Cabe señalar que el énfasis de la seguridad ciudadana

sobre múltiples escenarios hace eco a las aspiraciones establecidas en los nuevos Objetivos de

Desarrollo  Sostenible  (ODS),  especialmente  el  ODS  16,  que  se  centra  en  la  promoción  de

sociedades pacíficas y el acceso a la justicia. Ver Giannini (2015).

6. Ver PNUD (2013) y https://igarape.org.br/en/citizen-security-dashboard/ (accedido el 20 de

diciembre de 2016).

7. Ver Abt y Winship (2016) y CAF (2014).

8. La protección a niños y jóvenes establecida en la Convención sobre los Derechos del Niño

(artículo 40) de las Naciones Unidas está codificada en la mayoría de las legislaciones de los países

de  América  Latina.  Sin  embargo  ha  surgido  la  preocupación por  la  creciente  implicación de

jóvenes y niñas/niños en delitos violentos, y por la falta de acceso de éstos a recursos legales. 

9. Además,  existe  una  preocupación real  sobre  si  las  fuerzas  militares  están  adecuadamente

preparadas —en cuando a doctrina y a prácticas— para asumir las funciones del orden público y

coordinar actividades con las fuerzas policiales. Ver CIDH (s.f.).

10. Para  una  discusión  más  amplia  sobre  la  aplicación  de  estrategias  de  trabajo  policial

contemporáneas en América Latina, ver Arias y Ungar (2009), y Ungar y Arias (2012), Harriot

(2000), Goldstein (1990), FIP (2012) y Felson y Clarke (1998).

11. En Centroamérica y América del Sur han ocurrido importantes procesos de reestructuración

de la Policía a lo largo de las últimas dos décadas. Estos se han dado en Argentina, en la Policía

Nacional de Colombia,  en la Policía de Investigaciones de Chile,  y en Venezuela.  Ver FLACSO

(2007).

12. Dada la falta de transparencia en el sector, es difícil determinar con precisión sus cifras: hay

aproximadamente 570,000 personas registradas como personal de seguridad privada en Brasil y

por lo menos 450,000 en México. Las cifras registradas para la región son las siguientes: 500, en

Bolivia  (2002);  570,000,  en Brasil  (2005);  45,000,  en Chile  (2008);  190,000,  en Colombia (2005);

19,500, en Costa Rica (2008); 30,000, en República Dominicana (2008); 40,300, en Ecuador (2005);

21,100, en El Salvador (2008); 120,000, en Guatemala (2008); 60,000, en Honduras (2005); 450,000,

en México (2005); 19,700, en Nicaragua (2008); 30,000, en Panamá (2008) y 50,000, en Perú (2005).

A  modo  de  comparación,  en  2007  se  estimó  que  los  EE.UU.  tenía  2  millones  de  personas

registradas como personal de seguridad privada. Ver Small Arms Survey (2011, 106); también ver

Expert Group on Private Security Services (2011, 2-3). 

13. Los costos de la violencia como proporción del PIB varían según el país. Para Perú y Brasil es

el 1.4 por ciento del PIB; para México, el 3.6 por ciento; para El Salvador, el 4.9 por ciento; para

Colombia, el 6.4 por ciento; para Venezuela, el 6.6 por ciento; y para Guatemala, el 6.7 por ciento. 

14. Ver http://homicide.igarape.org.br (accedido el 19 de diciembre de 2016).

15. Para  una  revisión  de  las  tasas  de  homicidio  y  crecimiento  poblacional  en  más  de  2,100

ciudades del mundo, ver http://fragilecities.igarape.org.br (accedido el 19 de diciembre de 2016).

También ver Muggah (2017a, 2017b) y The Economist, 2017.

16. Estudios  en  EE.UU.  han  demostrado  que  más  de  la  mitad  de  todos  los  delitos  están

concentrados en el 1 por ciento de las cuadras de una ciudad y que el 70 por ciento de todos los

delitos ocurre en el 5 por ciento de las cuadras. En América Latina existe la misma tendencia. Ver

Muggah (2015a).

17. En términos absolutos, esto se traduce en por lo menos 56 millones de personas que han

salido  de  la  línea  de  pobreza  en  el  periodo  comprendido  entre  2001  y  2012.  Ver  http://

www.latinamerica.undp.org/content/rblac/en/home/presscenter/pressreleases/2014/08/26/
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un-tercio-de-los-latinoamericanos-en-riesgo-de-caer-en-la-pobreza-dice-el-pnud/ (accedido el 19

de diciembre de 2016).

18. Ver  la  nota  de  prensa  del  PNUD:  http://www.cepal.org/en/comunicados/se-estanca-la-

reduccion-de-la-pobreza-y-la-indigencia-en-la-mayoria-de-paises-de-america (accedido el  19 de

diciembre de 2016).

19. Ver  la  nota  de  OIT:  http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/

WCMS_362985/lang--en/index.htm (accedido el 19 de diciembre de 2016).

20. Esta sección, centrada en las estrategias, fue elaborada en asociación con Desmond Arias en

2014 and 2015. 

21. Por ejemplo, una evaluación realizada por el Instituto Nacional de Estadistica y Geografia de

México (INEGI)  en la ciudad de Aguascalientes,  pudo detectar un tipo específico de actividad

delictiva (robo de vehículos) y reducirlo a la mitad en menos de un año.

22. De acuerdo al informe, se encontró que en nueve de cada diez intervenciones ésta estrategia

reduce los homicidios de un 34 a un 63 por ciento. Ver Abt y Winship (2016).

23. El informe de Abt y Winship (2016) encontró que las intervenciones de terapia conductual-

cognitiva más efectivas redujeron en un 52 por ciento la reincidencia en delincuentes jóvenes y

adultos.

24. Para un estudio de las iniciativas de seguridad ciudadana, consultar Muggah y Aguirre (2013)

y CAF (2014). Para un análisis de la literatura sobre evaluaciones de reducción de homicidios,

consultar Cano (2016).

25. Ver http://citizensecurity.igarape.org.br/ (accedido el 20 de diciembre de 2016).

26. Actualmente se  está  añadiendo información adicional  correspondiente  a  varios  países  de

Centroamérica y América del Sur como también de estados o ciudades del Caribe, como Barbados,

Haití, Jamaica, Puerto Rico, San Cristóbal y Nieves y Trinidad y Tobago.

27. Evaluaciones «formales» son aquellas que emplean «metodologías científicas» que utilizan un

contrafactual (por ejemplo, el diseño experimental, cuasi-experimental o basado en estudios de

caso). Para que los hallazgos de una determinada evaluación sea incluída, debe detectar un efecto

positivo de la intervención en el logro del objetivo (causa-efecto). 

28. Ver, por ejemplo, Beato Filho (2005), Cano (2012, 2007), Soares y Viveiros (2013) y Villaveces

et  al.,  (2000).  Solo  una  evaluación  (en  Colombia)  reportó  un  efecto  negativo  o  nulo  de  la

intervención evaluada.

29. Ver, por ejemplo, el Manifiesto de Bogotá en http://www.iadb.org/en/news/news-releases/

2010-04-16/mayors-latin-america-and-the-caribbean-alliance-of-cities-citizen-security-idb,

6993.html (accedido el 20 de diciembre de 2016).

30. Para un ejemplo de cómo se adoptan políticas de UPP en Panamá y en otros lugares, ver

Cunha (2012).

31. En  México,  los  programas  de  transferencias  condicionadas  de  dinero  en  efectivo  y  los

programas de redistribución están estrechamente asociados con la reducción de los homicidios y

de la violencia sexual en las ciudades y en los estados. Y en Brasil, las mediciones de los efectos de

las transferencias condicionadas de dinero en efectivo y las mejoras en las viviendas como Bolsa

Familia y Minha Casa Minha Vida han producido impactos positivos en la reducción de los delitos

juveniles y aquellos relacionados con la propiedad. Ver Vilalta y Muggah (2016), Vilalta y Muggah

(2014) y Muggah (2015b).

El auge de la seguridad ciudadana en América Latina y el Caribe

International Development Policy | Revue internationale de politique de développement, 9 | 2017

26



RESÚMENES

Las  sociedades  latinoamericanas  y  caribeñas  están  entre  las  más  violentas  del  planeta.  El

problema parece estar empeorando. ¿Por qué? No hay una sino muchas explicaciones que dan

cuenta del incremento constante del crimen y de la victimización en la región. Además de lo

impactante de la desigualdad y de la impunidad crónica, gran parte del problema se origina en

enfoques represivos y punitivos para hacer frente a la criminalidad. En las últimas décadas ha

surgido una nueva generación de medidas de «seguridad ciudadana» más positivas. Estas amplían

el enfoque de la seguridad pública centrado en salvaguardar las instituciones públicas, dando

lugar  a  la  inclusión  de  una  preocupación  por  preservar  la  seguridad  y  los  derechos  de  los

ciudadanos. Esto incluye estrategias para reformar las fuerzas policiales,  la justicia penal,  los

sistemas penales, junto con actividades de prevención de la violencia centradas en las familias y

los jóvenes en situaciones de riesgo. Aunque la evidencia científica sólida sobre su efectividad

aún es escasa, la seguridad ciudadana representa una evolución positiva del pensamiento en un

dominio por lo general firmemente conservador.
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